
Puerto Montt, veintinueve de diciembre de dos mil veinte.            

Vistos y teniendo presente:

1.- Que  la  presente  causa  se  eleva  en  apelación  de  la  resolución  que 

acogió la solicitud de la defensa de decretar  el  sobreseimiento definitivo de la 

causa,  por  estimar  que  los  hechos  señalados  en  la  formalización  no  son 

constitutivos de delito, por no haberse explicitado la forma en que la actividad de la 

persona imputada puso en riesgo la salud pública.

2.-  Que el  artículo  318 del  Código Penal  establece un delito  de peligro 

concreto, entendido como “aquellos que requieren de una efectiva sensibilización 

o conmoción del bien jurídico, que se juzga sobre la base de la experiencia común 

y que permite concluir (ex post) que existió un curso probable que conducía al 

resultado  temido  (POLITOFF,  Sergio;  MATUS,  Jean  Pierre;  RAMIREZ,  María 

Cecilia, Lecciones de Derecho Penal Chileno, Parte general, 2da Edición, Editorial 

Jurídica, 2013, p. 210), lo que se extrae de la expresión “el que pusiere en peligro 

la salud pública”, de lo que se interpreta que el tipo exige una actividad que tiene 

como resultado la amenaza efectiva del bien jurídico citado. 

3.- Que así las cosas, de los hechos de la formalización debe extraerse con 

meridiana claridad la forma en que se postula, se puso en peligro la salud pública, 

para luego verificar si se hizo como consecuencia de la infracción de las reglas 

higiénicas o de salubridad como lo exige la norma en comento para estimar que 

estamos  ante  el  tipo  penal.  Así,  a  contrario  sensu,  la  mera  infracción  de  las 

normas  dictadas  por  la  autoridad  administrativa  no  basta  para  estimar  la 

configuración del tipo penal, ni sirve como base de una presunción de afectación 

del bien jurídico salud pública, por lo que debe expresarse en la formalización la 

forma en que aquello efectivamente habría ocurrido.

4.-  Que en el  presente  caso,  lo anterior  no ocurre,  toda vez que no se 

señala  si  la  persona  imputada es  portador  del  virus  Covid-19,  sospechoso  de 

portarlo,  sino que se limita a señalar que incumplió con la orden administrativa 

vinculada  al  desplazamiento,  infringiendo  la  normativa  del  toque  de  queda  o 

aislamiento social preventivo, encontrándose en la vía pública sin ningún tipo de 

autorización o salvoconducto que lo habilitara para ello, infringiendo con eso las 

Y
T

F
X

X
B

X
F

K
X



reglas  de  salubridad  debidamente  publicadas  por  la  autoridad  en  tiempos  de 

catástrofe,  lo que, según se ha razonado, no es suficiente para estimar que se 

está en presencia de un ilícito sancionable según lo dispuesto en el artículo 318 

del Código Penal.

Así las cosas, y en virtud de lo dispuesto en las normas legales ya citadas y 

en el artículo 250 letra a) del Código Procesal Penal,  se confirma la resolución 

apelada de fecha 18 de octubre de 2020, dictada por don Miguel García Herrera, 

Jueza Titular del Juzgado de Garantía de Puerto Montt. 

Acordada con el voto en contra del Ministro (S) José Bustos Valenzuela 

quien  fue  del  parecer  de  revocar  la  resolución  en  alzada  por  los  siguientes 

fundamentos:

1.-  Que del mérito de los antecedentes expuestos en la audiencia por los 

intervinientes,  estimando  estos  sentenciadores  que  las  circunstancias  fácticas 

expuestas en la presente causa dicen relación con la figura típica consagrada en 

el artículo 318 del Código Penal, disponiendo que “El que pusiere en peligro la 

salud pública por infracción de las reglas higiénicas o de salubridad, debidamente 

publicadas por la autoridad, en tiempo de catástrofe, epidemia o contagio…”.

2.- Que respecto de la referida norma y la oportunidad de la comisión del 

delito, resulta de relevancia la normativa reglamentaria de la autoridad respectiva 

que determina además de los horarios de restricción de desplazamiento de las 

personas, imponiéndose también la obligación del uso de mascarillas, medida que 

rige a nivel nacional, y en la localidad en la que se produjo la detención. 

3.- Que en la especie, el tipo penal contenido en el artículo 318 del Código 

Penal  comprende  en  sus  presupuestos  fácticos  la  infracción  de  la  medida 

dispuesta  por  la  autoridad  sanitaria  para  el  resguardo  de  la  salud  pública, 

circunstancia  esta  última  que  sería  suficiente  para  razonar  por  la  conclusión 

normativa que permite aplicar la sanción dispuesta por el legislador, consistente 

en poner en peligro la salud pública, situación que se presente en el caso. 

4.- Que tal como lo ha señalado la doctrina y parte de la jurisprudencia, no 

debe soslayarse que bajo el concepto de Salud Pública, necesariamente subyace 

entre otros, el bien jurídico más importante que debe proteger todo ordenamiento 
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jurídico, cual es la vida de las personas, siendo este un bien jurídico colectivo, 

cuya protección resguarda la norma. (Mañalich Raffo, Juan Pablo, “La protección 

del medio ambiente bajo el nuevo Código Penal de Puerto Rico”, Revista Jurídica 

de la Universidad de Puerto Rico, N° 75 (2006), p. 512-513).  

5.- Que en esta descripción del legislador de la época la creó para el caso 

de quebrantamiento de reglas impuestas por la Autoridad Sanitaria en tiempos de 

catástrofe, epidemias o contagio, es decir, de circunstancias excepcionales, como 

son aquellas  en las  cuales  nos encontramos,  produciéndose la  infracción  a la 

normativa de aislamiento de la población que implicaba que todos los habitantes 

de la república deberán permanecer en su domicilio, entre las 22:00 y las 05:00 

horas y además la obligación del uso de mascarillas, para evitar el contagio de la 

población, según resolución exenta N°202/2020, publicada en el diario oficial con 

fecha  22/03/2020  y  Resolución  Exenta  N°341/2020,  publicada  en  el  D.O.  con 

fecha 13 de mayo de 2020, emitidas por el Ministerio de Salud en el contexto de 

evitar la propagación del virus Covid-19, grave situación epidemiológica que afecta 

al país y al mundo, como así también la Resolución Exenta Nº 593 que “Dispone 

medidas  sanitarias  que  indica  por  brote  de  Covid-19”,  como  así  también  se 

complemente con la Resolución Exenta CP N°14294/2020 que establece aduanas 

sanitarias para control  de cuarentena en Puerto Montt  de fecha 29 de Julio de 

2020.

6.- Que se trata entonces de un delito de peligro, que afecta un bien jurídico 

colectivo, por cuanto la peligrosidad del hecho se presume por ley por una razón 

de  política  criminal  adoptada  por  el  legislador  ante  conductas  altamente 

peligrosas, lo que torna sancionatorio la sola desobediencia formal de la norma en 

cuanto a las medidas de seguridad dispuestas por la autoridad de salud, tal como 

acontece en el caso que nos ocupa.

7.- Que así las cosas, los hechos que motivaron la detención contiene todos 

los elementos de hecho, necesario para proseguir con el procedimiento penal y 

por ello, no sería procedente el sobreseimiento definitivo dispuesto por el tribunal a 

quo. 

Y
T

F
X

X
B

X
F

K
X



8.-  Que de esta forma, siendo parte de los elementos  del  tipo penal,  la 

normativa  reglamentaria  de  la  autoridad  que  determina  de  forma  explícita  la 

restricción de desplazamiento sin las medidas de seguridad, como también el uso 

de  mascarillas,  para  evitar  el  contagio,  razón  por  la  cual  no  concurren  las 

exigencias del artículo 250 letra a) del Código Procesal Penal, para decretar el 

sobreseimiento definitivo, como lo hizo el tribunal a quo, pues si bien el imputado 

no  se  encontraba  en  condiciones  de  contagiar  a  terceras  personas,  como  lo 

señala la defensa, resultaba posible o probable el encontrarse en condiciones de 

contagiarse, poniéndose así igualmente en riesgo la salud pública, bien jurídico 

protegido por la norma.    

Comuníquese y devuélvase.

Rol Penal N° 912-2020.       
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Puerto Montt integrada por Ministro Presidente Juan Patricio Rondini F.,

Ministro José Ignacio Bustos V. y Fiscal Judicial Cristian Rojas C. Puerto Montt, veintinueve de diciembre de dos mil

veinte.

En Puerto Montt, a veintinueve de diciembre de dos mil veinte, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 06 de septiembre de 2020, la hora
visualizada corresponde al horario de verano establecido
en Chile Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla
de Pascua e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para
más información consulte http://www.horaoficial.cl
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